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PAGO DE INCAPACIDADES/ Persona de especial protección/ Perjuicio irremediable/ Carencia de ingresos adicionales del trabajador/ Entidad competente de asumir ese pago cuando incapacidades superan los primeros 180 días y existe concepto favorable de rehabilitación/ Reconocimiento de incapacidades generadas antes del fallo de tutela. 
“En ese orden de ideas la Sala considera que al actor se le han vulnerados los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social, con ocasión de la ausencia de pago de las incapacidades laborales ordenadas por su médico tratante (375 días) y que corresponde asumir a Colpensiones por ser posteriores a los 180 primeros días, pues no cuenta con rentas adicionales o emolumentos económicos que le ayuden a sobrellevar la situación de salud que enfrenta, además de ser una persona de 60 años (Menor posibilidad laboral) que provee los recursos para el sostenimiento de su hogar.

En efecto, la omisión de atención por parte de Colpensiones a las reiteradas solicitudes de pago de incapacidades laborales posteriores a 180 días, previo conocimiento del concepto de rehabilitación laboral favorable emitido por la EPS, revela la vulneración de sus derechos.

En consecuencia, hay que decir, que acertó el juez de instancia, al tutelar los derechos fundamentales del actor frente a la AFP accionada. Sin embargo, en cuanto a la negativa de ordenar el pago de las incapacidades anteriores a su pronunciamiento, encuentra la Sala desacertada esa postura, pues la razón de la orden de pago de las acreencias laborales debidas al actor se funda en la vulneración de sus derechos fundamentales, que sin el pago requerido no se verán resarcidos.” 

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-311 de 1996, T-112 de 2010, T-600 de 2002, T-079 de 2010, T-333 de 2013 y T-419 de 2015.
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1. EL ASUNTO A DECIDIR

La impugnación formulada dentro de la acción constitucional referida, luego de surtida la actuación de primera instancia, sin avistar nulidades que la invaliden.

2. LA SÍNTESIS DE LOS SUPUESTOS FÁCTICOS RELEVANTES
Expresa la parte accionante que en razón a sus problemas de salud, luego de 180 días de incapacidad, gestionó ante la accionada las incapacidades por los periodos comprendidos entre el día 19-04-2015 y el día 30-10-2015, que a la fecha no le han sido pagadas (Folios 1 y 2, del cuaderno No.1).
3. LOS DERECHOS INVOCADOS
Los derechos fundamentales al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social (Folio 1, del cuaderno No.1).
4. LA PETICIÓN DE PROTECCIÓN

Ordenar a la accionada que realice el pago de las incapacidades referidas así como de las que se generen con posterioridad (Folio 3, del cuaderno No.1).
5. LA SÍNTESIS DE LA CRÓNICA PROCESAL

La acción fue asignada por reparto al Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, que con providencia del 04-11-2015 la admitió y ordenó notificar a la accionada y a la vinculada (Folio 31, ibídem), quienes guardaron silencio. 
Para el día 18-11-2015 se profirió sentencia (Folios 36 a 39, ibídem); posteriormente, con proveído del 30-11-2015 se concedió la impugnación interpuesta por el accionante, ante esta Sala (Folio 49, ibídem).
6. LA SINOPSIS DE LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Tuteló los derechos fundamentales invocados y ordenó a la accionada realizar el pago de las incapacidades generadas con posterioridad a la sentencia, pero “negó la acción por improcedente” (Sic) respecto del reconocimiento y pago de las causadas antes del fallo al considerar que existe otro medio judicial para acceder a dichos derechos económicos (Folio 39, ib.) 
7. EL RESUMEN DE LA IMPUGNACIÓN
Arguyó que está inconforme con la decisión de la a quo porque no se protegieron sus derechos fundamentales violados flagrantemente por la accionada que, sin justificación alguna, ha dejado de pagar las incapacidades causadas; es una persona de escasos recursos económicos, sin bienes ni rentas que le permitan llevar una vida digna, por tanto, exigirle agotar el cobro mediante demorados procesos administrativos o judiciales le causaría un perjuicio mayor; pide en consecuencia, revocar la sentencia y en su lugar amparar sus derechos, ordenando el pago de todas las incapacidades (Folios 47 a 49, ib.).
8. LA FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA

8.1. La competencia funcional
Esta Sala especializada está facultada en forma legal para desatar la controversia puesta a su consideración, por ser la superiora jerárquica del Despacho que conoció en primera instancia (Artículo 32, Decreto 2591 de 1991).

8.2. La legitimación en la causa
Se cumple la legitimación por activa en consideración a que quien ejerce la acción es una persona natural, titular de los derechos subjetivos fundamentales invocados (Artículo 86 de la CP; y 1º y 10º del Decreto 2591 de 1991). 
Por pasiva Colpensiones, a la que se le endilga la presunta conducta violatoria de los derechos fundamentales, cuya protección se reclama y es la encargada del pago de incapacidades por enfermedad general causadas con posterioridad a los primeros 180 días.
Como litisconsorte vinculada por pasiva la EPS Saludcoop hoy Cafesalud EPS, frente a la que habrá de negarse la tutela, debido a que se encuentra demostrado que ha cumplido con sus obligaciones legales, de pagar las incapacidades y de emitir el concepto de rehabilitación laboral favorable.

8.3. El problema jurídico a resolver

¿Es procedente confirmar, modificar o revocar la sentencia del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira que tuteló los derechos fundamentales del actor y ordenó a Colpensiones pagar las incapacidades posteriores a la sentencia, pero “negó por improcedente” (Sic) la acción en cuanto a las causadas con anterioridad, según los argumentos de la impugnación?
8.4. La resolución del problema jurídico
8.4.1. Los presupuestos generales de procedencia
El artículo 86 de la Constitución Política, regula la acción de tutela como un mecanismo para la protección inmediata de los derechos fundamentales de toda persona, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública; empero, dispone que este mecanismo “(…) solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En ese entendido, nuestra Corte Constitucional estableció que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) La inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales.  
Respecto a la inmediatez debe indicarse que se cumple porque la acción se formuló (03-11-2015), luego de transcurridos seis días desde la última reclamación que hizo el accionante a Colpensiones para el pago de las incapacidades (28-10-2015), sin respuesta alguna; es decir, se propuso dentro de los seis (6) meses siguientes a los hechos violatarios, que es el plazo general, fijado por la doctrina constitucional
.
8.4.1.1. La procedencia excepcional de la tutela

La citada Corporación también ha señalado que existen, al menos, dos excepciones a la regla general
: (i) Cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.

8.4.1.2. El pago de prestaciones sociales
La jurisprudencia constitucional da cuenta que la naturaleza de la acción de tutela, impide reclamaciones relacionadas con las prestaciones económicas laborales, puesto que la competencia prevalente para ese tipo de conflictos es la jurisdicción ordinaria laboral. Sin embargo, de manera excepcional, ha señalado, que en tratándose del pago de acreencias laborales, “(…) Si bien, en principio, la tutela no es el trámite adecuado para discutir estos asuntos, cuando quiera que con la ausencia o negativa por el pago de esas acreencias se lesione el derecho fundamental al mínimo vital, el amparo constitucional supera el examen de subsidiariedad.”
. Asimismo, la doctrina constitucional ha referido: 
… excepcionalmente procede la acción de tutela para el cobro de acreencias laborales, cuando con su falta de pago se pone en peligro o se vulnera por conexidad un derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital del accionante y su familia y requieren, visto el caso concreto, de una protección inmediata, ya que no pude ser protegido de manera eficaz a través del mecanismo ordinario de defensa. 

En este orden de ideas, ante la falta de pago oportuno y completo de una incapacidad laboral, siendo ella una acreencia de naturaleza laboral, será procedente la acción de tutela para exigir su pago, en tanto con su ausencia se afecte el mínimo vital de una persona y el caso concreto exija de una protección urgente. …
.
Ahora bien y en apoyo de lo anterior, es importante reseñar que la Alta Corporación
, no solo ha equiparado el pago de las incapacidades laborales con el salario que el trabajador deja de percibir durante el tiempo de recuperación, sino también, y más importante aún, lo ha reconocido como la garantía para la recuperación de la salud, en pro de su dignidad humana, pues le permite atender la enfermedad sin tener que preocuparse de procurar el sustento propio y de su familia.
Así entonces, la imposibilidad de continuar con las actividades laborales por razones de salud y la inexistencia de ingresos distintos del salario, para satisfacer las necesidades básicas propias y de su familia, hace procedente la acción de tutela como mecanismo excepcional. 
8.4.2. El pago de incapacidades laborales superiores a 180 días
La jurisprudencia de la Corte Constitucional
, luego de analizar los cambios que realizó el Decreto Ley 19 de 2012, “por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la administración pública”, a las responsabilidades en el reconocimiento y pago de las incapacidades laborales, estableció unas pautas normativas que se encuentran vigentes.

Determinó, entre otros aspectos, que las incapacidades por enfermedad general que se causen a partir del cuarto día y hasta el día 180 deben ser pagadas por la EPS (Ley 100, artículo 206). La EPS deberá examinar al afiliado y emitir, antes de que se cumpla el día 120 de incapacidad temporal, el respectivo concepto de rehabilitación y enviarlo a la AFP, antes del día 150 de incapacidad (Decreto Ley 19 de 2012, artículo 142). Una vez reciba el concepto de rehabilitación favorable, la AFP deberá postergar el trámite de calificación de la invalidez hasta por 360 días adicionales, reconociendo el pago de las incapacidades causadas desde el día 181 en adelante, hasta que el afiliado restablezca su salud o hasta que se dictamine la pérdida de su capacidad laboral (Decreto 2463 de 2001, artículo 23).

 

Ahora bien, también indicó que si el concepto de rehabilitación no es expedido oportunamente, será la EPS la encargada de pagar las incapacidades causadas desde el día 181. Dicha obligación subsistirá hasta la fecha en que el concepto médico sea emitido.

9. EL ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO
Conforme lo discurrido, el accionante fue incapacitado continuamente en razón a la “discopatía degenerativa lumbar múltiple L3, L4 rectificación lordosis lumbar” que padece, según se expresara en el hecho 3° de la acción de tutela; le fueron reconocidos y pagados los primeros 180 días de incapacidad por parte de la EPS Saludcoop, posteriormente fue emitido concepto favorable de rehabilitación que se puso en conocimiento de la AFP accionada (Folio 29 del cuaderno No.1); y, finalmente presentó varias solicitudes ante Colpensiones, sin obtener respuesta alguna.

Asimismo el actor, adujo ser una persona de escasos recursos económicos, sin bienes y otros ingresos, en consecuencia, requiere del pago de las incapacidades para atender los gastos de su propia subsistencia y de su familia, compuesta por su esposa e hijos. Colpensiones, tenía la carga probatoria de desvirtuar esa afirmación indefinida, además posee mayores facilidades para ello por la información que debe tener en sus archivos.
En ese orden de ideas la Sala considera que al actor se le han vulnerados los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social, con ocasión de la ausencia de pago de las incapacidades laborales ordenadas por su médico tratante (375 días) y que corresponde asumir a Colpensiones por ser posteriores a los 180 primeros días, pues no cuenta con rentas adicionales o emolumentos económicos que le ayuden a sobrellevar la situación de salud que enfrenta, además de ser una persona de 60 años (Menor posibilidad laboral) que provee los recursos para el sostenimiento de su hogar.

En efecto, la omisión de atención por parte de Colpensiones a las reiteradas solicitudes de pago de incapacidades laborales posteriores a 180 días, previo conocimiento del concepto de rehabilitación laboral favorable emitido por la EPS, revela la vulneración de sus derechos.

En consecuencia, hay que decir, que acertó el juez de instancia, al tutelar los derechos fundamentales del actor frente a la AFP accionada. Sin embargo, en cuanto a la negativa de ordenar el pago de las incapacidades anteriores a su pronunciamiento, encuentra la Sala desacertada esa postura, pues la razón de la orden de pago de las acreencias laborales debidas al actor se funda en la vulneración de sus derechos fundamentales, que sin el pago requerido no se verán resarcidos. 
En este sentido, se confirmará parcialmente la decisión revisada, pero se revocará su numeral 3º, para en su lugar, ordenar el pago deprecado, que en concreto se impartirá al Gerente Nacional de Reconocimiento de “Colpensiones”, conforme con el Acuerdo No.063 del 01-10-2013 (Que empezó a regir en la misma fecha), pues dicha función es inherente a la naturaleza de esa dependencia; además en la regulación anterior así estaba asignada (Resolución No.039 del 13-06-2012)
10. LAS CONCLUSIONES 

En armonía con las premisas expuestas en los acápites anteriores, (i) se confirmará parcialmente la decisión de primera instancia, y (ii) se revocara el numeral 3º para en su lugar ordenar el pago de la las incapacidades causadas con anterioridad al fallo impugnado.

En mérito de lo brevemente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil -Familia, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
F A L L A,

1. CONFIRMAR los numerales 1º, 2º, 4º y 5 de la sentencia de primera instancia adiada el 18-11-2015, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, R. por las razones apuntadas en esta providencia.
2. REVOCAR el numeral 3º de la referida providencia, y en su lugar, ORDENAR al Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones “Colpensiones” que en el término de 48 horas, contadas desde el momento de notificación de esta providencia, le pague al señor Luis Eduardo Fuentes Herrera, si no lo ha hecho, todas aquellas incapacidades laborales reconocidas por su médico tratante, en particular, las causadas desde el día 181 y hasta que restablezca su salud o se califique, de forma definitiva, la pérdida de su capacidad laboral.

3. NOTIFICAR esta decisión a todas las partes, por el medio más expedito y eficaz.
4. REMITIR este expediente, a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese,

DUBERNEY GRISALES HERRERA

M A G I S T R A D O
EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.
  JAIME ALBERTO SARAZA N.

M A G I S T R A D O 


 M A G I S T R A D O            DGH/ODCD/2016
� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia: T-079 de 2010.


� CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-600 de 01-08-2002. 


� CORTE CONSTITUCIONAL. Ver, por ejemplo, la sentencia T-046 de 1995. La Corte analizó en esta decisión el caso de una empresa industrial y comercial del Estado, cuyos empleados son trabajadores oficiales, y a pesar de no estar obligada a hacerlo, realiza un concurso de méritos para proveer un cargo. El actor obtiene el primer lugar entre los participantes y es nombrado provisionalmente en el cargo, mediante contratos temporales. Posteriormente, se le informó que no había partida presupuestal para su nombramiento y, finalmente, en su lugar se nombró a otra persona que no había participado en el concurso. La Sala encontró que las acciones contencioso administrativas no eran idóneas para proteger los derechos del actor y procedió a tutelar sus derechos por considerar que la administración había desconocido el principio de buena fe, al iniciar un procedimiento de concurso y posteriormente, no haber proveído el cargo de conformidad con sus resultados.   


� CORTE CONSTITUCIONAL. Ver por ejemplo las sentencia T-100 de 1994, T-256 de 1995, T-325 de 1995, T-455 de 1996, T-459 de 1996, T-083 de 1997 y SU-133 de 1998.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia: T-225 de 15-06-1993.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia: T-419 de 06-07-2015.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia: T-112 de 16-02-2010.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia: T-311 de 15-07-1996, reiterada en las sentencias: T-972 de 2003, T-413 de 2004 y T-855 de 2004, entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-333 de 2013, reiterada en las Sentencias T-698 de 2014 y T-097 de 2015.
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